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Introducción para intentar acercarnos a la realidad 

 La revolución tecnológica y  la sociedad  global y de la información han conducido a que el periodismo se ejerza de manera muy distinta y diversificada a cómo era cuando nació el Colegio de Periodistas en 1956. 

Entonces, todo giraba en torno a cómo se trabajaba en diarios y publicaciones escritas, junto a los departamentos de prensa que existían en las radios más importantes. La televisión estaba en fase experimental y sólo comenzaría una incipiente masificación con motivo del Campeonato Mundial de Fútbol de 1962. 

Nadie imaginaría que 46 años después y ya en el siglo XXI iban a existir los diarios electrónicos, las páginas web, la circulación universal de información en Internet, y que los periodistas trabajarían en estos nuevos medios digitales. Que existirían diarios que se regalarían a la salida del Metro. Pero no sólo eso. Las entidades del Estado han asumido también que las comunicaciones son una herramienta estratégica en su gestión institucional 

Últimamente una parte muy activa del Colegio es la que trabaja en los organismos del Estado, con remuneraciones promedio que oscilan entre los grados 12 y 8. Los periodistas ocupan diversas funciones en los aparatos comunicacionales y no sólo la genérica y añeja función de Relacionadores Públicos. Pero si no forman parte de las plantas y trabajan a contrata u honorarios -que se estima son más del 80 por ciento- carecen de derechos que les garanticen estabilidad laboral.  

Los periodistas también ejercen en empresas que prestan asesorías comunicacionales a instituciones del Estado, ONG's y compañías privadas; en publicaciones independientes, revistas institucionales y otras. Personalidades de la vida nacional, políticos, parlamentarios, artistas, requieren los servicios profesionales de periodistas. Este es un segmento bastante significativo de nuestros colegas y que, mayoritariamente, trabaja a honorarios y sin derecho alguno. Carecen de protección y sus remuneraciones las deben negociar individualmente. Muchos de ellos ejercen en condiciones muy precarias en verdaderos subempleos con bajos ingresos.

Hay un grupo considerable de colegas --estimados en unos 400-- que cumple labores académicas como parte del total de 730 profesores de las 38 escuelas de periodismo que existen en el país y cuyos derechos, para quienes tienen contratos formales de trabajo, están regidos legalmente. En algunos casos trabajan sólo nueve meses al año y no tienen derecho a vacaciones, aunque  hay quienes tienen otro trabajo en medios de comunicación. 

Estas formas de ejercer la profesión son resultado del modelo de sociedad que se da en el mundo desde la década de los 90, particularmente en Chile donde la educación privada se ha extendido ampliamente.

Están los colegas que trabajan en diarios, revistas, radios, canales de televisión y agencias de noticias nacionales y extranjeras, quienes pueden formar parte de los sindicatos que negocian colectivamente sus remuneraciones y otros derechos. Caracteriza a este grupo, las desiguales remuneraciones que perciben, donde destacan, por un lado, las cifras millonarias que reciben quienes se desempeñan en programas de alto rating en TV, y, por  otro, los bajos sueldos que se pagan en las radios de regiones y en las dos agencias nacionales, y en particular a los recién egresados o en proceso de titulación.

Otros dos grupos de colegas lo constituyen los jubilados que cuentan con una Asociación Nacional que lucha por sus derechos y los periodistas exonerados políticos que perciben pensiones muy bajas, en muchos casos no superiores a los 100 mil pesos mensuales, y el segmento más dramático que está formado por los colegas cesantes, muchos de ellos sin ocupación durante un período prolongado.

Una de las dificultades que encontramos para tener datos más precisos sobre esta realidad, es la carencia de estudios propios y actuales sobre las condiciones laborales y el ejercicio profesional. El estudio más acabado que ha ordenado el Colegio fue realizado en agosto de 1991 por la empresa Mercop que significó un fuerte pero justificado desembolso para el Consejo Nacional. Ese estudio mostró la realidad de entonces, hace once años. Los cambios que ha habido son sustantivos.  

Los Congresos realizados nos han proporcionado ciertos y valiosos antecedentes, así como también algunos estudios de las universidades, del Consejo de Rectores y de la Asociación de Escuelas de Periodismo y Comunicación Social, ASEPECS pero aún no dominamos lo suficiente este mundo laboral de hoy de nuestros afiliados.

Para determinar los contenidos fundamentales de una Estrategia Gremial para el Colegio en los próximos años, es fundamental conocer más profundamente las características de esa realidad que hemos esbozado.  

1.- La ley 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. Análisis crítico y autocrítico. Las reivindicaciones que quedaron en el camino.

Esta Ley, conocida como Ley de Prensa,  no obstante constituir un avance significativo en algunas materias sobre derogación de normas restrictivas a la libertad de expresión, como el término de la prohibición de informar que tenían los jueces, o el fin de la competencia de los tribunales militares para juzgar a periodistas, frustró diversas esperanzas nuestras. 

Fue una ley que costó ocho años en que fuese promulgada y el Colegio hizo mucho por mantener el proyecto original y perfeccionarlo, pero imperaron objetivamente intereses políticos y económicos por sobre nuestras aspiraciones. 

No fuimos capaces de tener la fuerza gremial suficiente para obtener mejores resultados. No alcanzamos alianzas estratégicas claras, sólo el apoyo de algunos parlamentarios que concordaron con nuestros postulados, pero que nunca constituyeron una mayoría decisiva. No pudimos colocar en el debate público la importancia que revestía para la democracia y la sociedad chilena el disponer de un instrumento legal basado en nuestros postulados esenciales. Pese a todo lo que hicimos en cuanto a movilizaciones de nuestros afiliados, actividades con las universidades y diálogos con los sectores políticos, empresariales, el Gobierno y parlamentarios, quedaron al descubierto nuestras debilidades institucionales y gremiales ante el poderío de los grandes grupos de las comunicaciones y las vacilaciones del Ejecutivo.

Esta ley, aunque determina quienes son periodistas (los titulados y los colegiados por la ley 12.045), reconoce entre otros aspectos de nuestra profesión el secreto profesional y una forma restringida de cláusula de conciencia, en lo sustantivo constituye una legislación insuficiente para el gremio, más aún si consideramos que fue el propio Colegio, en mayo de 1990, el que solicitó al ex Presidente Aylwin el envío urgente de una legislación para regular el ejercicio profesional, restablecer los derechos laborales y gremiales eliminados por la dictadura y derogar todas las normas restrictivas a la libertad de expresión.

Al no reconocer esta ley la exclusividad para los periodistas del ejercicio profesional en el ámbito informativo, avala el ejercicio ilegal, tan dañino para nuestro gremio y para que la sociedad disponga de un periodismo responsable, ético y al servicio de la verdad. Constituye un futuro incierto para los 7.800 estudiantes de periodismo de las 38 escuelas de todo el país. Contradice, por lo demás, el artículo que determina quienes son periodistas. 

Tampoco satisface el artículo que determina que sólo en los casos en que la planta lo requiera, los cargos de prensa  y periodistas en los órganos de la administración central o descentralizada del Estado o en sus empresas serán cubiertos por periodistas. La ley sólo impone la exigencia del título cuando así lo requiera la respectiva planta, pese a que la inmensa mayoría de los periodistas que labora en el sector público lo hace a contrata o a honorarios.

Tal como lo expresó el Noveno Congreso Nacional del Colegio, celebrado en 1999, “tampoco cumple el objetivo de garantizar el pluralismo informativo al dejar sin controles ni regulaciones el régimen de propiedad de los medios”, y hace referencias sólo a la inoperante Comisión Antimonopolios sin impedir el enorme poder de los grandes oligopolios de la prensa que, además, controlan los más de 600 millones de dólares que las empresas invierten anualmente en publicidad. 

Respecto a la idea inicial del Colegio de promover que los periodistas en regiones pudieran constituir pequeñas empresas con el apoyo del Estado,  la ley aprobó  un genérico artículo referido a promover el periodismo regional y suplementos regionales, para lo cual estableció un reglamento, lo que significó, por ejemplo,  que en Antofagasta la empresa  regional de "El Mercurio" ganara dos proyectos financiados con fondos del Estado. Lo allí resuelto es coherente con el reglamento, pero desnaturaliza el sentido principal de nuestra propuesta.

Tal como lo resume el colega Walter Krohne Toro, en su acucioso trabajo sobre la Ley 19.733 enviado a este Congreso, “el resultado final de los parlamentarios deja a la vista un texto legislativo pobre, terminado a la ligera y con interrogantes y materias pendientes de contenido y de fondo, especialmente en cuanto a concepciones filosóficas, políticas, sociales y económicas que son importantes en una Ley de esta naturaleza”. 

2. Contenidos de un Estatuto de Garantías para el Ejercicio Profesional

Resulta insoslayable tener presente que la dictadura militar al aprobar la Constitución de 1980 y  promulgar en febrero de 1981 el decreto ley 3.621, cambió sustancialmente el carácter de los colegios profesionales, les quitó las atribuciones como corporación de derecho público y los redujo a la simple condición de asociaciones gremiales.

Para el  Colegio de Periodistas, esto que ocurrió hace más de 20 años marcó decisivamente nuestro quehacer, porque significó -entre otras pérdidas de derechos-  poner fin a la afiliación obligatoria, al control ético de la profesión y a la fijación anual de los sueldos mínimos y aranceles profesionales para los periodistas colegiados. Las empresas, al contratar profesionales, tenían la obligación de respetar la escala de sueldos en los contratos, la que era acordada por comisiones tripartidas, integradas por el Colegio. Eso, nos daba un poder de convocatoria inmenso, aseguraba que todos los periodistas estaban afiliados a su institución gremial y se sometían a las normas éticas de la Orden. 

Hoy, el Colegio afilia anualmente a un promedio del 12 por ciento de los titulados en las universidades. Un estudio realizado a fines de 1999 y comienzos de 2000 por profesores de la Escuela de Periodismo de la Universidad Los Andes entre 600 periodistas, reveló que sólo el 14,3 por ciento reconoció estar afiliado al Colegio.

Todo planteamiento destinado a definir una Estrategia Gremial tiene que considerar, en primer lugar, la recuperación para el Colegio del contexto legal y del carácter de corporación de derecho público para reconquistar lo esencial que ofrecíamos a nuestros afiliados. 

La herramienta que tenemos para  luchar en forma inmediata y global,  puede ser el impulsar el proyecto de ley de reforma constitucional presentado en noviembre de 1998 por los senadores Andrés Zaldívar, Ruiz de Giorgio y Ruiz-Esquide y que contiene dos artículos para que los colegios profesionales recuperen la afiliación obligatoria y controlen el ejercicio ético. Está radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

Todos los aspectos esenciales de nuestra propuesta como Ley de Prensa que defendimos durante los ocho años de su discusión, reseñados en el análisis anterior, deben ser parte constitutiva del Estatuto de Garantías que elaboremos.

El futuro conjunto de normas, junto con la condición de corporación de derecho público para el Colegio, debiera asegurar:

El restablecimiento de derechos laborales, sociales y económicos que teníamos los periodistas, a partir de la escala de sueldos mínimos y aranceles profesionales, diferenciados por los ámbitos de ejercicio profesional en las  regiones y sin discriminaciones de género.

Que las funciones periodísticas en el campo informativo e investigativo en los medios de comunicación sean ejercidas exclusivamente por periodistas.

Que se recuperen la afiliación obligatoria y la tuición ética de los colegiados.

Que el desempeño profesional sea en condiciones de dignidad acordes con la formación académica y ética rigurosa que deben entregar las escuelas universitarias de periodismo. 

Que los medios de comunicación contribuyan al pluralismo informativo, al fortalecimiento de la democracia, al desarrollo de la sociedad y al respeto de los derechos humanos.

Que los delitos cometidos en el ejercicio de la profesión sean sancionados con penas pecuniarias y no con la privación de libertad. 

Que el Estado juegue un papel regulador para impedir la concentración asfixiante en la propiedad de los medios.

Que los periodistas en todas las regiones tengan acceso a recursos disponibles en los Gobiernos Regionales para facilitar la constitución de  empresas que desarrollen el pluralismo informativo en sus respectivas regiones.

Que el Estado asegure que todas las funciones propias de los periodistas en la administración central, descentralizada o en sus empresas sean ejercidas por periodistas profesionales. 

Que las organizaciones gremiales del sector de las comunicaciones perciban el 0.1 por ciento de la publicidad estatal y privada que se hace en los medios de comunicación del país.  

Que se reitere la plena vigencia de la ley que establece que todas las radioemisoras del país (1.095 en la actualidad) deben tener un Departamento de Prensa dirigido por un periodista.

Establecimiento de condiciones dignas para que los periodistas jubilados, montepiados, beneficiarios de pensiones no contributivas y de gracia, perciban  la retribución justa a todos los años de esfuerzo que entregaron en su vida laboral.

3.- Urgencias reivindicativas y Programa de Acción Gremial                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

Un Programa de Acción Gremial que contenga las reivindicaciones más urgentes debe ser coherente con los planteamientos estratégicos que se definan para un determinado período de la acción institucional. También debe contemplar los instrumentos y mecanismos de diálogo y movilización para impulsar las reivindicaciones y obtener éxito. Ambos factores --estrategia y programa de acción-- constituyen, a nuestro parecer, debilidades que como gremio hemos tenido durante estos últimos años de vida democrática.

Nos parece que lo más urgente para diseñar un Programa de Acción Gremial de carácter nacional para que los consejos regionales lo impulsen con decisión en su territorio, es:

 Una posición resuelta y decidida por la exclusividad para los periodistas en el ejercicio profesional en el área informativa y de investigación de los medios de comunicación, y contra el ejercicio Ilegal de la profesión para recuperar los espacios  que corresponden a nuestros afiliados y que están ocupados por personas ajenas a la profesión.

Esta reivindicación debe ir acompañada de una alianza estratégica con las escuelas de periodismo de todas las universidades del país y los centros de alumnos de esas escuelas. Nos debe permitir, también, realizar encuentros con los parlamentarios de cada distrito y con las autoridades regionales y provinciales para plantearles nuestra exigencia y dirigirnos a la Asociación Chilena de Municipalidades. Es en el ámbito municipal donde hay el mayor número de personas en cargos que correspondería fuesen ocupados por periodistas profesionales.

El Colegio debe recuperar el  liderazgo que tuvo en la Federación de Colegios Profesionales (en 1986 y 1987 presidió el histórico Departamento de Movilización Gremial y en 1994 la presidió) para una acción conjunta de todos los profesionales chilenos para impulsar la Reforma Constitucional propuesta por tres senadores en 1998 y recuperar, por esa vía, la afiliación obligatoria y la tuición ética. Programar, además, encuentros con todos los partidos políticos para asegurar voluntad política de apoyo a la reforma en el Congreso Nacional.

Restablecimiento de relaciones estrechas y regulares con las agrupaciones de periodistas para conocer e identificarnos con sus prioridades reivindicativas, así como también fijar calendarios de encuentros regulares con los sindicatos de periodistas y de otros trabajadores de los medios de comunicación, que vemos como tareas propias de los consejos regionales. 

Con ellos debemos plantearnos la gran reivindicación de la escala de sueldos mínimos y aranceles profesionales. Sin ellos, estaríamos muy distantes de la realidad de los medios de comunicación.

Otras iniciativas legales: con los parlamentarios, reforma a la ley de constitución de los jurados de los Premios Nacionales para que el Colegio vuelva a ser Jurado del Premio Nacional de Periodismo; proyecto que recupera para los colegios profesionales la tuición ética sobre los afiliados y que el Ejecutivo se comprometió a impulsar en enero pasado; fuero gremial para que los dirigentes del Colegio puedan desempeñar libremente y sin presiones sus altas responsabilidades

Con el Ejecutivo, proyecto que modifica la base de cálculo para la fijación de las pensiones no contributivas para que se considere la escala de sueldos y aranceles profesionales como renta presunta. Hay un proyecto de los periodistas exonerados presentado en el Congreso de 1999, llegó a este Congreso una propuesta de los colegas Juan Ibáñez y Luis Arnez y, además, la abogada Fresia Arcos asesora a la Comisión Gremial del Consejo Nacional para afinar la iniciativa que presentará el Colegio.
